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Dictámenes correspondientes a la Décima Cuarta Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

20 de Octubre del año 2015.

Dictámenes de Reforma Constitucional:
A.- Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación, de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del Artículo 8 y modificar el contenido del párrafo segundo del Artículo 173, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputado que la suscriben, para garantizar el interés superior de la niñez.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:


A.- Dictamen presentado por la Comisión de Presupuesto, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y se adicionan las fracciones VII,VIII, IX, X y XI, al Artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al contenido del numeral 14) de la fracción I del Artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputado que la suscriben.
D.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, y la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma los Artículos 386 y 394 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Moñóz Olivares”, del Partido Primero Coahuila.
E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 13 fracciones XXIV y XXX de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Social Demócrata de Coahuila.

F.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Salud Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, relativo a una Iniciativa Popular con Proyecto de Decreto que reforma el segundo párrafo del Artículo 72 de la Ley Estatal de Salud, planteada por los CC. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de más de setenta Técnicos Optometristas en el Estado.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 363 en su inciso g) del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila.
H.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 415 del Capítulo Quinto, Título Primero del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “LIc. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila.
I.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa presentada por el Ayuntamiento del Municipio de Monclova, Coahuila, con el fin de que se declare el “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia”, el 17 de mayo de cada año.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 2 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En la Constitución General, el Artículo Cuarto reproduce este derecho (Interés Superior del Niño) bajo la redacción que se lee:

Artículo 4o....

.....

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez....

Este concepto: el interés superior del niño ha sido materia de largos e interminables debates entre organizaciones, autoridades, poderes legislativos, expertos y juzgadores. 

El motivo es simple: la complejidad que suele entrañar y la comprensión de sus alcances en el ámbito práctico de su aplicación. 

En general, en su conceptualización más sencilla, se define como el deber de todo estado, autoridad y servidor público en lo particular, de hacer todo a su alcance para garantizar los derechos de los menores, pero no sólo los que entendemos como derechos básicos; como lo puede ser la alimentación, la educación, la salud, el esparcimiento, y el acceso a la justicia; si no que se refiere al abanico más amplio de prerrogativas y derechos que se le puedan reconocer a los niños; esto incluye derechos como el de participación activa en la sociedad, el de acceso a la información, el derecho a ser escuchado en procesos judiciales o administrativos, el derecho a un ambiente libre de violencia, el derecho a no ser agredido en forma alguna en la escuela, el derecho a tener una familia, el derecho a contar con bienes (bajo ciertas reglas y límites), el derecho al nombre y a la identidad, y un amplio espectro de garantías que las autoridades que adoptan legislativa y administrativamente el “interés superior del niño”, deben brindar y asegurar a los menores.

Corroboran lo antes señalado, los siguientes criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Décima Época; Registro: 2006593; Instancia:
Primera Sala.


Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I; Tesis: 1a./J. 44/2014 (10a.)


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS.

Resulta ya un lugar común señalar que la configuración del interés superior del menor, como concepto jurídico indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario encontrar criterios para averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor y paralelamente determinarlo en concreto en los casos correspondientes. Es posible señalar que todo concepto indeterminado cabe estructurarlo en varias zonas. Una primera zona de certeza positiva, que contiene el presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del concepto indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde cabe tomar varias decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario precisar los hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos observar cómo el interés del menor no es siempre el mismo, ni siquiera con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función de las circunstancias personales y familiares. Además, dicha zona se amplía cuando pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes han de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es posible señalar como criterios relevantes para la determinación en concreto del interés del menor en todos aquellos casos en que esté de por medio la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 4o. constitucional.

Décima Época; Instancia: Primera Sala.



Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I
Tesis: 1a./J. 18/2014 (10a.); Página: 406

INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. FUNCIÓN EN EL ÁMBITO JURISDICCIONAL.


En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del niño es un principio orientador de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar los intereses de algún menor. Este principio ordena la realización de una interpretación sistemática que, para darle sentido a la norma en cuestión, tome en cuenta los deberes de protección de los menores y los derechos especiales de éstos previstos en la Constitución, tratados internacionales y leyes de protección de la niñez. Cuando se trata de medidas legislativas o administrativas que afecten derechos de los menores, el interés superior del niño demanda de los órganos jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida en cuestión.

Décima Época; Primera Sala; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IX, Junio de 2012, Tomo 1.



Tesis: 1a. CXXII/2012 (10a.)


Página: 260


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU FUNCIÓN NORMATIVA COMO PRINCIPIO JURÍDICO PROTECTOR.



La función del interés superior del menor como principio jurídico protector, es constituirse en una obligación para las autoridades estatales y con ello asegurar la efectividad de los derechos subjetivos de los menores, es decir, implica una prescripción de carácter imperativo, cuyo contenido es la satisfacción de todos los derechos del menor para potencializar el paradigma de la "protección integral". Ahora bien, desde esta dimensión, el interés superior del menor, enfocado al deber estatal, se actualiza cuando en la normativa jurídica se reconocen expresamente el cúmulo de derechos y se dispone el mandato de efectivizarlos, y actualizado el supuesto jurídico para alcanzar la función de aquel principio, surge una serie de deberes que las autoridades estatales tienen que atender, entre los cuales se encuentra analizar, caso por caso, si ante situaciones conflictivas donde existan otros intereses de terceros que no tienen el rango de derechos deben privilegiarse determinados derechos de los menores o cuando en el caso se traten de contraponer éstos contra los de otras personas; el alcance del interés superior del menor deberá fijarse según las circunstancias particulares del caso y no podrá implicar la exclusión de los derechos de terceros. En este mismo sentido, dicha dimensión conlleva el reconocimiento de un "núcleo duro de derechos", esto es, aquellos derechos que no admiten restricción alguna y, por tanto, constituyen un límite infranqueable que alcanza, particularmente, al legislador; dentro de éstos se ubican el derecho a la vida, a la nacionalidad y a la identidad, a la libertad de pensamiento y de conciencia, a la salud, a la educación, a un nivel de vida adecuado, a realizar actividades propias de la edad (recreativas, culturales, etcétera) y a las garantías del derecho penal y procesal penal; además, el interés superior del menor como principio garantista, también implica la obligación de priorizar las políticas públicas destinadas a garantizar el "núcleo duro" de los derechos.

Revisamos las Constituciones de otros estados, que decidieron incorporar dicho concepto en sus constituciones, en concreto: 

El Estado de Baja California en su artículo 8º, fracción VI de su Constitución Política.

El Estado de Nuevo León en el párrafo tercero del artículo 3º de la Constitución local.

El Estado de Guerrero en la fracción X del artículo 5º de su Ley Suprema local.

El Estado de Durango en el artículo 34de la Constitución estatal.

Sólo por citar algunas entidades federativas que incorporaron este concepto en sus constituciones.

En este orden de ideas, consideramos oportuno y necesario que hagamos lo mismo en nuestra Constitución Política, para incorporar desde la misma toda la protección a que tienen derecho las niñas y niños y la obligación del estado de garantizar estos derechos.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia, coincidimos con la necesidad de garantizar en nuestra Constitución Política del Estado, el interés superior de nuestra niñez.

El principio del interés superior del niño o niña, entendido como un conjunto de acciones y procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así  como las condiciones materiales que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar posible.

Lo anterior nos indica, que el interés superior de las niñas y los niños, debe de ser una prioridad tanto para sociedad como para el gobierno, quienes deben de realizar el máximo esfuerzo para construir condiciones favorables a fin de que las niñas y los niños puedan vivir y desplegar sus potencialidades. Esto implica, la ejecución de políticas públicas dirigidas a proteger a la niñez, por ello es procedente que se reconozca en nuestra normatividad jurídica estatal, el cúmulo de derechos y prerrogativas, incorporando este concepto en nuestra Constitución Política del Estado  de Coahuila de Zaragoza.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se  modifica el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y se modifica el segundo párrafo del artículo 173de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

Artículo 8º. Párrafos primero y segundo……

En el Estado de Coahuila de Zaragoza la protección y garantía de los derechos humanos reconocidos a favor de niños y niñas estará a cargo de una Procuraduría y del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas que establecerá los mecanismos de coordinación y participación de los poderes públicos del estado y de los municipios, de los organismos públicos autónomos y la sociedad civil en los términos que determine la ley, a fin de garantizar  el interés superior de la niñez. 

…………….  

Artículo 173. Párrafo primero….

Los menores tienen derecho a una vida sana, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, a la recreación, a la preparación para el trabajo y a llevar una vida digna en el seno de la familia; así como a todos los derechos que la Constitución General, los Tratados Internacionales suscritos por México y los previstos en esta Constitución les confieren. El Estado, los municipios, los  poderes legislativo y judicial y demás autoridades realizarán todas las acciones legislativas, reglamentarias, administrativas y judiciales para garantizar el uso y goce de estos derechos a las niñas y niños en Coahuila, sin menoscabo de lo dispuesto por el artículo 8º de esta Constitución.

…………….

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de Octubre de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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DICTAMEN de la Comisión de Presupuesto de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado, por la que se reforma la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 30 de septiembre de 2015, se recibió una Iniciativa con Proyecto de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado, por la que se reforma la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

TERCERO.  Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a la Comisión de Hacienda para su estudio y, en su caso, dictamen; 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Gobierno del Estado, plenamente comprometido con el respeto a los derechos humanos, se encuentra obligado a emprender acciones legislativas para la protección de los mismos, por tal motivo, se ha propuesto asegurar la no discriminación en la distribución del gasto público, poniendo la actualización de la normativa referente al presupuesto de egresos, a fin de asegurar en todos los aspectos de la administración pública, se evite la discriminación de hecho que pudiera afectar a las mujeres coahuilenses.

El marco internacional de derechos humanos de las mujeres e igualdad de género, consagrado particularmente en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en ingles), insta a los Estados partes a tomar medidas para la inclusión de la perspectiva de igualdad de género en la elaboración e implementación de programas y acciones públicas sustentadas en evidencias empíricas, y sobre la base de presupuestos públicos con enfoque de género.

La aportación realizada por el CEDAW es reveladora: “no basta con la igualdad formal o de derecho, los estados parte están obligados a poner todos los medios a su alcance para lograr la igualdad sustantiva en los hechos”; en este sentido una de las cuatro líneas de trabajo propuestas por ONU Mujeres México, es el posicionamiento de la igualdad de género como elemento central de la planificación, las estadísticas nacionales y los presupuestos para el desarrollo sostenible, y promueve la planificación y la creación de presupuestos con perspectiva de género en las entidades federativas y los municipios.

Los motivos que constriñen a los estados a incluir la perspectiva de derechos humanos en las políticas públicas y presupuesto, responden a tres cuestiones relevantes:

1.  Garantizar la dignidad humana;

2. Cumplir compromisos internacionales en materia de derechos humanos; y

3. Establecer medidas y acciones en forma trasversal que eliminen actos discriminatorios.

Para el cumplimiento de estos compromisos la Organización de Naciones Unidas establece lineamientos que rigen la actuación y asignación presupuestal de los Estados, entre los cuales se encuentran:

1.  Satisfacción de los niveles esenciales de cada derecho;

2.  Máximo uso de los recursos disponibles;

3.  Realización progresiva de los derechos;

4.  No discriminación e igualdad;

5.  Transversalidad e integralidad:

6.  Transparencia y rendición de cuentas.

Asimismo, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, incluye como parte de sus tres ejes transversales el de “Perspectiva de Género” en las acciones de gobierno; y en el Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres, PROIGUALDAD 2013-2018, se integran líneas de acción relativas a la adopción de presupuestos etiquetados y la promoción de las acciones afirmativas para la igualdad de género en las políticas públicas.

En ese sentido el Plan Estatal de Desarrollo del Estado de Coahuila de Zaragoza señala la gran importancia que representa resolver las inequidades que se observan, ya que no son compatibles con las aspiraciones de democracia, justicia y respeto a los derechos humanos que se tienen, estableciendo como estrategia “incorporar la perspectiva de género en la gestión pública, incluida toda función y tarea de gobierno”.

Lo anterior comprende el imperativo de impulsar la igualdad entre sexos a través de la incorporación de la perspectiva de género en el ejercicio presupuestal basado en resultados a través de las unidades ejecutoras del gasto, las cuales tendrán la obligación de incluir programas orientados a promover la igualdad de género en sus presupuestos anuales, considerando directamente a atender las necesidades de las mujeres, así como a generar un impacto diferenciado de género; asimismo se ordena la inclusión del enfoque de derechos humanos en la ejecución, seguimiento y evaluación del presupuesto basada en resultados.

Para la implementación de la reforma será indispensable modernizar las políticas públicas estatales, con la finalidad de avanzar hacia un presupuesto etiquetado desde la perspectiva de género.

Para garantizar la efectividad en el uso del presupuesto etiquetado, será necesario establecer mecanismos de seguimiento y evaluación, que permitan identificar que todos los programas que tienen presupuesto etiquetado para la igualdad de género realmente incorporen esta perspectiva, esto es, hagan visibles las necesidades e intereses específicos de mujeres y hombres, y los plasmen en sus objetivos, acciones e indicadores orientados a disminuir las brechas y a resolver los grandes problemas nacionales, reconociendo los lugares diferenciados que tienen mujeres y hombres en la sociedad.

Tomando en cuenta lo anterior, se sugieren las siguientes modificaciones para la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza:

· Que el gasto público se deberá administrar conforme a los criterios de legalidad, honestidad, austeridad, eficiencia, economía, racionalidad, resultados, transparencia, control, rendición de cuentas, con una perspectiva de derechos humanos y de igualdad de género:

· Que la Administración Pública, deberá impulsar la igualdad entre mujeres y hombres a través de la incorporación de perspectivas de género y derechos humanos en la planeación, diseño, elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación del presupuesto basado en resultados a través de las unidad administrativas responsables del gasto;

· Establece la obligación de que las unidades responsables del gasto a incluir programas orientados a promover el disfrute de los derechos humanos y la igualdad de género en sus presupuestos anuales, considerando directamente atender las necesidades diferenciadas de las mujeres y los hombres, así como de los pueblos y comunidades indígenas y de otros grupos con necesidades especificas, que deberá considerar:
· La incorporación de perspectiva de género y reflejarlo en los indicadores para resultados de los programas bajo su responsabilidad;

· El fomento de la perspectiva de género en el diseño y la ejecución de programas;

· La aplicación de la perspectiva de género en las evaluaciones de los programas, con los criterios que emitan la SM y las instancias competentes;

· La inclusión en sus campañas de comunicación social contenidos para promover la igualdad entre las mujeres y hombres.
· Contempla la facultad de la SM de emitir recomendaciones sobre las oportunidades de mejora en materia de presupuesto con perspectiva de género, así como los programas y acciones encaminadas a disminuir las brechas de la igualdad entre mujeres y hombres.

· La obligación de las unidades responsables del gasto de rendir cuentas por la administración de los recursos públicos en términos de la ley y demás disposiciones aplicables.

· La promoción de acciones para ejecutar el programa contenido en la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza por parte de las unidades administrativas responsables del gasto;

· SEFIN, en el ámbito de su competencia, establecerá programas, políticas y directrices para promover la eficiencia y eficacia en la gestión pública con un enfoque en materia de igualdad de género y derechos humanos a través de acciones que modernicen y mejoren la prestación de servicios públicos, promuevan la productividad en el desempeño de las funciones de las Dependencias y Entidades y reduzcan gastos de operación;

· La clasificación de sexo que agrupa las previsiones de gasto con base en su destino por sexo, debe formar parte de las presentaciones del presupuesto de egresos;

· Los proyectos preliminares que las dependencias de los poderes del Estado envíen a SEFIN, deberán sujetarse a los lineamientos prescritos por el instructivo recibido de la misma y contendrá las categorías, los elementos y las acciones que promuevan la igualdad entre hombres;

· Los subsidios de origen federal deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y temporalidad, para lo cual las dependencias y entidades que las otorguen deberán identificar a la población objetivo, prever los montos máximos por persona beneficiaria y procurar que la distribución otorgue acceso equitativo a todos los grupos sociales;

· Se incorpora el lenguaje incluyente en diversas disposiciones.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21, fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Pleno del Congreso, la siguiente iniciativa con:
PROYECTO DE DECRETO
UNICO.-  Se reforma el Artículo 2° fracciones I, VII y VIII, el artículo 13, 14, 15, 17, el primer párrafo del artículo 18, 19, 25, 27 y 33; y se adicionan, dos párrafos al artículo 1°, dos párrafos al artículo 12 y un artículo 24 bis a la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 1°.- …

El gasto público se administrará conforme a los criterios de legalidad, honestidad, austeridad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, resultados, transparencia, control, rendición de cuentas, con una perspectiva de derechos humanos y de igualdad de género.

La administración pública del Estado, impulsará la igualdad entre mujeres y hombres a través de la incorporación de las perspectivas de género y derechos humanos, en la planeación, diseño, elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación del presupuesto basado en resultados a través de las unidades administrativas responsables del gasto.

ARTÍCULO 2°.- …

I.- De acuerdo con las instrucciones de la persona Titular del Poder Ejecutivo, determinar anualmente en el proyecto de Presupuesto de Egresos, las sumas que se proponga destinar a cada una de las dependencias gubernamentales, en el ejercicio fiscal correspondiente; sin que el total de estas sumas exceda a la estimación de los ingresos del mismo ejercicio fiscal;

II.- y III.- …

IV.- …

Las unidades administrativas responsables del gasto están obligadas a rendir cuentas por la administración de los recursos públicos en los términos de la presente Ley y de las demás disposiciones aplicables.

La Secretaría de Finanzas en el ámbito de su competencia deberá establecer programas, políticas y directrices para promover la eficiencia y eficacia en la gestión pública, tomando en consideración un enfoque en materia de igualdad de género y derechos humanos, a través de acciones que modernicen y mejoren la prestación de los servicios públicos, promuevan la productividad en el desempeño de las funciones de las Dependencias y Entidades y reduzcan gastos de operación.

V.- y VI.- …

VII.-  Dictaminar sobre la conveniencia de que el Poder Ejecutivo del Estado contrate los empréstitos o compromisos que requiera el desarrollo integral de la Entidad;

VIII.- Realizar estudios de carácter presupuestal, con el propósito de formar estadísticas razonadas respecto al desarrollo de los servicios públicos y determinar si su costo y eficacia del gasto corresponde a la función que prestan. El resultado de los estudios y estadísticas a que se refiere esta fracción, servirá a la Secretaría para vigilar el correcto ejercicio del Presupuesto de Egresos, y la preparación del que habrá de regir en el ejercicio fiscal siguiente;

IX.- …

ARTÍCULO 11.- …

Además de las clasificaciones anteriores, la clasificación de sexo, que agrupa las previsiones de gasto con base en su destino por sexo, diferenciando entre mujeres y hombres, deber formar parte de las presentaciones del presupuesto de egresos.

ARTÍCULO 12.- …

La Secretaría de las Mujeres, podrá emitir recomendaciones sobre las oportunidades de mejora en materia de presupuesto con perspectiva de género, así como los programas y acciones encaminadas a disminuir las brechas de igualdad entre mujeres y hombres.

ARTÍCULO 13.- Con base en las observaciones y propuestas a que se refiere el artículo que precede, la Secretaría de Finanzas hará las modificaciones que estime pertinentes al instructivo para la formación del Presupuesto, señalando las sumas asignadas a cada dependencia, de acuerdo con las indicaciones recibidas de la persona Titular del Poder Ejecutivo. El instructivo, una vez modificados se dará a conocer por la autoridad competente a cada una de las dependencias antes del último día hábil del mes de agosto.

ARTÍCULO 14.- Dentro de los primeros 15 días del mes de septiembre a más tardar, las dependencias de cada uno de los Poderes del Estado enviarán a la Secretaría de Finanzas, sus proyectos preliminares de Presupuesto, ajustándose a la suma asignada de acuerdo con el Artículo anterior. Los proyectos en cuanto a su estructura formal, deberán seguir los lineamientos prescritos por el instructivo recibido de la Secretaría de Finanzas.

Además de lo previsto en el párrafo anterior, los proyectos preliminares deberán contener como mínimo:

I.- Las categorías, que comprenderán la función, la subfunción, el programa, la actividad institucional y el proyecto;

II.- Los elementos, que comprenderán la misión, los objetivos, las metas con base en indicadores de desempeño y la unidad responsable, en congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo y con los programas sectoriales; y 

III.- Las acciones que promuevan la igualdad entre mujeres y hombres, la erradicación de la violencia de género y cualquier forma de discriminación de género.

Será obligatorio para todas las unidades administrativas responsables del gasto, la inclusión de programas orientados a promover el efectivo disfrute de los derechos humanos y la igualdad de género en sus presupuestos anuales, considerando directamente atender las necesidades diferenciadas de las mujeres y los hombres, así como de los pueblos y comunidades indígenas y de otros grupos con necesidades específicas.

Para tal efecto, deberán considerar lo siguiente:

I.- Incorporar la perspectiva de género y reflejado en los indicadores para resultados de los programas bajo su responsabilidad;

II.- Identificar y registrar la población objetivo y la atendida por dichos programas, diferenciada por sexo y grupo de edad en los indicadores para resultados, y en los padrones de personas beneficiadas que corresponda;

III.- Fomentar la perspectiva de género en el diseño y la ejecución de programas, en los que aun cuando no estén dirigidos a mitigar o solventar desigualdades de género, se puede identificar de forma diferenciada los beneficios específicos para mujeres y hombres;

IV.- En los programas bajo su responsabilidad, establecer y consolidar las metodologías de evaluación y seguimiento que generen información relacionada con indicadores para resultados con enfoque de género;

V.- Aplicar la perspectiva de género en las evaluaciones de los programas, con los criterios que emitan la Secretaría de las Mujeres y las instancias competentes;

VI.- Incluir en sus programas y campañas de comunicación social contenidos que promuevan la igualdad entre mujeres y hombres, la erradicación de la violencia de género, y de roles y estereotipos que fomenten cualquier forma de discriminación;

VII.- Elaborar diagnósticos sobre la situación de las mujeres en los distintos ámbitos de su competencia.

Las unidades administrativas responsables del gasto promoverán acciones para ejecutar el Programa contenido en la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 15.- Previos los estudios, revisiones o investigaciones que la Secretaría de Finanzas, estime necesario hacer, de acuerdo con lo previsto en el Capítulo Primero de esta Ley, esta Dependencia formulará el proyecto de Presupuesto que deberá poner a la consideración de la persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado antes del último día hábil del mes de octubre. Anexo al proyecto de que se trata, la Secretaría presentará un informe en el que se hagan consistir los datos y consideraciones que sirvieron de base a la elaboración del mismo.

ARTÍCULO 17.- La persona Titular del Poder Ejecutivo deberá presentar a la consideración de la Legislatura del Estado, el Proyecto de Presupuesto de Egresos, en un plazo de 30 días contado a partir de la fecha en que se inicie el Período Ordinario de Sesiones del Congreso.

ARTÍCULO 18.- Una vez que la Legislatura del Estado haya aprobado la Ley de Ingresos, previa la discusión de la iniciativa correspondiente, presentada por el Poder Ejecutivo de conformidad con la Constitución Política Local, se procederá al examen y estudio del proyecto de Presupuesto de Egresos, por conducto de la Comisión respectiva.

…

ARTÍCULO 19.- La Legislatura del Estado podrá solicitar la presencia de la persona Titular de la Secretaria de Finanzas en las sesiones en que se discuta el proyecto de Presupuesto de Egresos.

ARTÍCULO 24 bis.- Los subsidios de origen federal deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y temporalidad, para lo cual las dependencias y entidades que los otorguen deberán:

I.- Identificar con precisión a la población objetivo, tanto por grupo específico como por municipio;

II.- En su caso, prever montos máximos por persona beneficiaria y por porcentaje del costo total del programa:

En los programas de beneficio directo a individuos o grupos sociales, los montos y porcentajes se establecerán con base en criterios redistributivos que deberán privilegiar a la población de menos ingresos y procurar la equidad entre municipios, sin demérito de la eficiencia en el logro de los objetivos:

III.- Procurar que el mecanismo de distribución, operación y administración otorgue acceso equitativo a todos los grupos sociales y géneros.

ARTÍCULO 25.- La Secretaria de Finanzas examinará y emitirá el dictamen correspondiente, en relación a los actos y contratos que comprometan el crédito público para que por conducto de la persona Titular del Poder Ejecutivo sean sometidos a la consideración del Congreso del Estado para los efectos señalados en el Artículo 67, fracción XIV de la Constitución Política Local.

ARTÍCULO 27.- Se prohíbe el traspaso de dotación de partidas. En casos urgentes de conveniencia general a juicio Titular del Poder Ejecutivo, éste solicitará al Congreso del Estado autorice las transferencias pertinentes con la modalidad requerida.

ARTÍCULO 33.- Sólo por acuerdo de la persona Titular del Poder Ejecutivo del Estado, podrán ser autorizados los pagos de cantidades con cargo a las partidas de Imprevistos, Gastos de Orden Social y las correspondientes a Subsidios y Subvenciones.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrara en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.
TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a -- de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma y se adicionan las fracciones VII, VIII, IX, X, y XI al Artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma y se adicionan las fracciones VII, VIII, IX, X, y XI al Artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma y se adicionan las fracciones VII, VIII, IX, X, y XI al Artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La presente iniciativa de reforma al artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, tiene como objetivo propiciar en la sociedad en general una cultura de conocimiento y respeto a los derechos humanos de las personas adultas mayores; así como garantizar a este sector de la sociedad mejores condiciones de vida y bienestar; y contribuir a la satisfacción de sus requerimientos afectivos y de derechos humanos. 

Ahora bien, conforme al artículo 5º de la Ley de las Personas Adultas Mayores Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, toda persona que cuente con una edad de sesenta años o más se considera persona adulta mayor, sea cual fuere su condición física o mental.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) estima que existen 600 millones de personas con más de 60 años, y que es probable que en 2050 haya más ancianos que niños; una de cada 10 personas es adulto mayor, y en el año 2050 la ONU considera que la proporción será de una por cada cinco. 

El Censo de Población y Vivienda 2010 reportó que en México existían 10,530,888 adultos mayores lo que representa el 9.4 % de la población total; las entidades con alto porcentaje de adultos mayores respecto al total de la población eran en ese año el Distrito Federal con el 12.63%, Michoacán con el 11.43%, y Coahuila con el 11.29%. 

En nuestro Estado, según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) para el año 2010 la población total era de 2,748,391 personas; con una población total de 60 años y más de 233,944 personas.



Pues bien, en el año 1979 surgió en nuestro país el Instituto Nacional de la Senectud (INSEN), cambiando su denominación en 2002 a Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (INAPAM); siendo este el órgano responsable de promover el desarrollo humano de las personas adultas mayores, brindándoles atención integral para alcanzar niveles de bienestar y alta calidad de vida en el marco de una sociedad incluyente.

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos del Gobierno para satisfacer las necesidades básicas de este sector de la población, aun en la actualidad existen aspectos claramente identificables y pendientes de satisfacer como los son el suministro de “Los Alimentos” a las personas adultas mayores.



Para evidenciar lo anterior, es necesario señalar que con frecuencia vemos como los adultos mayores son abandonados, o bien sufren algún tipo de discriminación, abuso o violencia por sus hijos; lo que trae como consecuencia que este sector de la población no cuente con una vida digna, así como que no cuenten con un ambiente emocional optimo que no sea el de desolación y aislamiento por parte de su familia, autoridades y de la sociedad en general.

Si bien algunos programas de asistencia social han contribuido a aumentar el empoderamiento económico de los adultos mayores, el mercado laboral no es suficiente para proporcionar a todos aquellos que deseen trabajar una fuente de empleo digno acorde a sus condiciones físicas y laborales, de manera que en la mayoría de los casos no ven resueltos sus problemas económicos. 



Pues bien, para detener y afrontar las violaciones a los derechos humanos de estas personas se requiere la participación activa y el empoderamiento de las propias personas adultas mayores, de sus familias, comunidades y de la sociedad en general; las agresiones a ese sector de la población ocurren en diversos ámbitos como puede ser el institucional, laboral, de salud, de acceso a la justicia, entre otros; sin embargo es en la familia donde principalmente sufren afectaciones y/o violaciones a sus derechos humanos, dándose en la mayoría de los casos omisiones en el cuidado de los adultos mayores por parte de sus propios  familiares, inclusive poniendo en riesgo su persona, bienes y derechos.


Ahora, el artículo 395 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, nos da la definición de lo que legalmente se entiende por alimentos:

“ARTÍCULO 395. Para los efectos legales se entiende por alimentos: la comida, el vestido, la habitación y la asistencia en casos de enfermedad. Respecto de los menores los alimentos comprenden, además, los gastos necesarios para la educación preescolar, primaria y secundaria del alimentista, su recreación y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a sus circunstancias personales.”

Por su parte el artículo 404 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, estable la obligación de los hijos a dar alimentos a sus padres; a continuación para mayor claridad se transcribe el precepto legal citado:

“ARTÍCULO404.Los hijos están obligados a dar alimentos a los padres. A falta o por imposibilidad de los hijos, lo están los descendientes más próximos en grado.”

Nota: Lo resaltado es propio.

Mientras que el artículo 408 del Código Civil del Estado, señala a quienes tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos; siendo estos, el acreedor alimentario,el ascendiente que le tenga bajo su custodia o patria potestad, el tutor, los hermanos y demás parientes colaterales dentro del cuarto grado, el Ministerio Público, y a la Procuraduría de la Familia.



De manera que, con la finalidad de que quienes tengan la obligación de proporcionar alimentos a los adultos mayores cumplan con ese deber ineludible de ser quienes proporcionen los alimentos a dicho grupo social, cualquiera que sea el parentesco que los una con ellas, y así se responsabilicen y velen de manera activa y permanente por cada una de las personas adultas mayores proporcionando además en la medida de las posibilidades, los satisfactores necesarios para su atención y desarrollo integral respetando con ello los derechos establecidos a favor de dicho grupo social.

Por tanto, en base a lo antes expuesto, se propone reformar el artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, adicionando las fracciones VII, VIII, IX, XI, y XII a dicho precepto legal, a fin de facultar a más personas e instituciones para que puedan ellas acudir ante el órgano judicial correspondiente y cuenten con legitimación activa para ejercer la acción de aseguramiento de alimentos a favor de las personas adultas mayores; y así propiciar el pleno respeto a los derechos humanos establecidos a favor de dicho sector de la población coahuilense.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos coincidimos con la ponente con la necesidad de adicionar las fracciones que se proponen al artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila, toda vez que efectivamente a fin de satisfacer las necesidades básicas de las personas adultas mayores que en nuestro Estado según el censo del INEGI del año 2010 sobrepasan las 234 mil personas.

La legislación Mexicana establece que los adultos mayores tienen derecho a gozar de igualdad de oportunidades en el acceso al trabajo o de otras opciones, así mismo a recibir la protección que establezcan las disposiciones legales, en este sentido el grupo de adultos mayores presenta mayor “riesgo social” que resulta en parte inherente al avance de la edad y que se ve acentuada por la deficiencia de coberturas y de calidad en materia de seguridad social y atención a la salud, por su mayor propensión a presentar limitaciones físicas o mentales, por lo anterior por Ley, la familia de la persona adulta mayor deberá de cumplir con su función social de manera constante y permanente de tal manera que deberá de dar por cada una de las personas adultas mayores que formen parte de ella y es responsable de proporcionar los factores necesarios para su atención, principalmente los llamados alimentos 

Y en virtud de lo anterior efectivamente existe la necesidad de otorgar en el Código Civil la acción para pedir el aseguramiento de alimentos a las instituciones y a más personas a efecto de que puedan acudir ante el órgano jurisdiccional correspondiente y otorgarles la legitimación activa correspondiente para ejercer dicha acción de aseguramiento de alimentos a favor de las personas adultas mayores en nuestro Estado, incluyendo entre ellas a la Unidad de Asistencia y Atención para la Prevención de la Violencia Familiar, a los Directores o encargados de los servicios de asistencia social, educativos o de salud, públicos o privados, al Instituto Coahuilense de las Personas Adultas Mayores y a cualquier persona que tenga conocimiento de la necesidad de que algún adulto mayor reciba alimentos.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se adicionan las fracciones VII, VII, IX, X y XI del artículo 408 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO408. Tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

V. (…)

VI. (…)

VII. El Instituto Coahuilense de las Personas Adultas Mayores.

VIII. La Unidad de Asistencia y Atención para la Prevención de la ViolenciaFamiliar.

IX. Los directores o encargados de los servicios asistenciales sociales, educativos o de salud, públicos o privados.

 X. Cualquier persona que tenga conocimiento del hecho de que algún adulto mayor se encuentre en necesidad de recibir alimentos.  

XI. Las personas y los representantes de las instituciones señaladas en las fracciones que anteceden podrán acudir en forma escrita o verbal por comparecencia, ante el juez de primera instancia competente a solicitar  las medidas provisionales urgentes a fin de garantizar los alimentos a favor del acreedor alimentario. El juez de primera instancia que conozca de esta solicitud y aun de oficio, quedará facultado para que sin perjuicio del trámite del procedimiento especial de que se trata, decrete la o las medidas provisionales urgentes que considere necesarias, procurando en todo caso garantizar los alimentos a favor del acreedor alimentario.  
T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al contenido del numeral 14) de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al contenido del numeral 14) de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al contenido del numeral 14) de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La cadena legislativa de las licencias temporales, por tiempo indefinido, y definitivas, es la siguiente en el orden jurídico local:

La Constitución Política de Coahuila dispone:

Artículo 18. Son deberes del ciudadano coahuilense:

…….

III.
Desempeñar los cargos de elección popular y el de jurado en asuntos judiciales, en la forma que establezca la ley.

Artículo 19. Son derechos de los ciudadanos coahuilenses:

I.
Votar y ser electos para los empleos y cargos públicos en la forma y términos que prescriban las leyes.

Artículo 158-K. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento integrado por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que establezca la ley de la materia. 

………

VII.
Si alguno de los miembros de un Ayuntamiento dejare de desempeñar su cargo, será sustituido conforme el sistema de suplentes o se procederá de otra forma con arreglo a la ley.

Artículo 158-U. Los Ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

Fracción I…….

12. Turnar al Congreso del Estado o a la Diputación Permanente, en su caso, las renuncias y las solicitudes de licencia que le sean presentadas por los miembros de los ayuntamientos y de los Concejos Municipales, para que se resuelva sobre las mismas, conforme a lo dispuesto en esta Constitución y demás disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento respectivo deberá dar aviso al Ejecutivo del Estado.

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

………

XI.
Suspender ayuntamientos; declarar que estos han desaparecido; suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros; designar concejos municipales en aquellos casos en que proceda y a quienes deban suplir las ausencias temporales o absolutas de alguno de los miembros del Ayuntamiento, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en los demás ordenamientos aplicables.

Código Municipal para el Estado de Coahuila:

ARTÍCULO 58. En caso de que no se presenten a rendir protesta el síndico y los regidores electos, el Congreso mandará llamar a quienes figuren en la lista de suplentes, y de entre  éstos designará a quienes deban de cubrir las vacantes. 

Cuando un regidor de representación proporcional no se presente a tomar posesión de su cargo, el Congreso del Estado mandará  llamar al que siga  en el orden dentro de la lista de preferencia de regidores que fue propuesta por el partido político o coalición de que se trate.

ARTÍCULO 102…..

…….

I. En materia de gobierno y régimen interior: 

14. Turnar al Congreso del Estado o a la Diputación Permanente, en su caso, las renuncias y las solicitudes de licencia que le sean presentadas por los miembros de los ayuntamientos y de los Concejos Municipales, para que se resuelva sobre las mismas, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política local y demás disposiciones aplicables. En estos casos, el ayuntamiento respectivo deberá dar aviso previamente al Ejecutivo del Estado.

En los hechos, y con relación a las licencias que solicitan, de manera especial, síndicos y regidores para separarse temporalmente de sus cargos o por tiempo indefinido, ya sea para atender asuntos personales, contender para un puesto de elección popular o pasar a ocupar un cargo diferente, suele generar un problema ya muy conocido por todos y frecuente en todo México: la reincorporación del edil.

Es el caso, que a veces el ayuntamiento en turno se niega a permitir la reincorporación del regidor, síndico o empleado en situación de licencia cuando esta ha terminado y desea regresar a sus labores.

No menos dramático lo fue en años anteriores, el caso de quienes pedían licencia en sus municipios para poder participar en la contienda por un cargo de elección popular, y el cabildo, por mayoría y sin fundamento alguno, les negaba la misma. Sin embargo, este problema ha quedado resuelto pro criterios diversos del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TRIFE) que en expedientes como los  SUP-JRC-361/2007 y SUP-JDC-2041/2007; el Máximo Tribunal Electoral del País, determinó que basta con la simple separación física del funcionario de sus deberes públicos, o con la presentación de su solicitud de licencia (debidamente acusada) ante la autoridad competente, para que se le tenga en tal carácter, sin que las medidas dolosamente dilatorias puedan afectar sus derechos político electorales, ni los tiempos de separación del cargo que establece la ley.

Ahora, en los tiempos modernos, prevalece aún el otro problema, el de quienes desean reincorporarse a sus actividades en los municipios, pero, por venganzas políticas o por razones diversas, el presidente municipal en turno y el cabildo dominado por los ediles de su partido hacen oídos sordos a las peticiones y solicitudes de reincorporación, y se niegan a tratar el tema en las sesiones de cabildos que son celebradas en forma inmediata y posterior a dichas solicitudes.

En este orden de ideas, no permitir la reincorporación del servidor público, una vez que ha solicitado formalmente su regreso a las labores, violenta en su perjuicio las garantías individuales de derecho al trabajo y de acceso al poder público; así como sus derechos político-electorales, cuando se trata de servidores de elección popular.

Por lo antes mencionado, se considera necesario adicionar un párrafo al  numeral 14 de la Fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa con proyecto de decreto mediante la cual se adiciona un segundo párrafo al numeral 14 de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, quienes aquí dictaminamos los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, coincidimos con la necesidad de adicionar dicho segundo párrafo, toda vez que efectivamente actualmente en nuestra legislación existe la laguna legal que no resuelve de que manera deberá de reincorporarse los ediles de los Ayuntamientos que hayan solicitado una licencia temporal para separarse de sus cargos por tiempo indefinido, por las razones personales o de carácter político electoral para participar en algún proceso de esta naturaleza.

Por lo anterior consideramos procedente que en el numeral 14 de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado, se establezca que en un plazo no mayor de diez días hábiles posteriores a la fecha en que los servidores públicos municipales presenten por escrito su solicitud de ingreso, los ayuntamientos por conducto de sus cabildos, deberán celebrar una sesión para cumplir con dicho trámite, siempre y cuando no existe impedimento legal o resolución judicial que impida al funcionario reincorporarse a su puesto.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se adiciona un segundo párrafo al numeral 14  de la fracción I del artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

ARTÍCULO 102. Párrafo del primero al cuarto……

I…….

Numerales del 1 al 13…….

14. Párrafo primero……

Los ayuntamientos autorizarán por conducto del cabildo la reincorporación a sus labores de los servidores municipales que se hallen en licencia en los términos del párrafo anterior, dentro de un plazo no mayor a diez días hábiles posteriores a la fecha en que soliciten por escrito su reingreso; en su caso, deberán celebrar una sesión extraordinaria para cumplir con este trámite en tiempo y forma, mientras no exista impedimento legal o resolución judicial o administrativa que impida al servidor público la reincorporación a su puesto.  

II……
T R A N S I T O R I O S.

UNICO.-El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional,y la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los Artículos 386 y 394  del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila; y,    
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 24del mes de marzoy el 09 de septiembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, las  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnaron a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justiciar, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, y la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los Artículos 386 y 394  del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, y la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los Artículos 386 y 394  del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Oliveras” del Partido Primero Coahuila, se basa entre otros, en la siguiente:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La presente iniciativa de reforma al Código Penal, tiene como objetivo garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes, a vivir una vida libre de toda forma de violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores condiciones de bienestar y el libre desarrollo de su personalidad. Derecho humano reconocido tanto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como por los tratados internacionales, así como la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Para tal efecto las leyes en cita definen a las niñas, niños y adolescentes de la siguiente manera:

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes:

"Artículo 5. Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad."

Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza:

"Artículo 3.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

•
Adolescente: Hace referencia de manera especial a los derechos de niños y niñas entre 12 años cumplidos y menores de 18 años de edad. 

•
Niño o niña: Toda persona menor de 18 años de edad.”

Ahora bien, cabe resaltar, que la Asamblea General de las Naciones Unidas define a los jóvenes como las personas entre los 15 y 24 años de edad. Esta definición se hizo para el año internacional de la juventud, celebrado alrededor del mundo en 1985. 

Todas las estadísticas de las naciones unidas están basadas en esa definición, la cual también considera "niños" a las personas menores de 15 años de edad.

Por otra parte, la Convención sobre los Derechos del Niño, define niño en su artículo 1 como todo ser humano menor de dieciocho años de edad. Estableciendo además en su artículo 6, la obligación de los Estados Partes a reconocer todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y el deber de garantizar en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño.

Así mismo, la referida convención señala en el artículo 19, que los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

Debiendo comprender estas medidas, procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial.

Por su parte, el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas, ha puesto relevancia en la gradualidad en el otorgamiento de derechos en beneficio de los niños y de las niñas, lo cual incluye, aunque no se mencione de manera expresa, la libertad sexual o la posibilidad de elegir con quién mantener relaciones sexuales. 

Sin embargo, el referido Comité ha adoptado una postura intermedia que intenta conciliar la autodeterminación sexual como derecho frente al interés legítimo de los estados de prevenir ciertas conductas delictivas que utilizan a los menores de edad, como suele ocurrir con la trata de personas y la explotación sexual. 

Es así que el Comité de los Derechos del Niño ha recomendado no considerar una edad tan baja para el consentimiento sexual, toda vez que ello permitiría que los niños y las niñas sean vulnerables a casos de explotación sexual, por lo que recomendó al Estado de España que revise su legislación en la materia.

En el caso de México, el Comité ha observado con preocupación que la edad mínima para contraer matrimonio en numerosas entidades federativas del país sea de 14 años para las niñas y 16 para los varones, con el consentimiento previo de los padres, y que la edad de consentimiento sexual para las niñas y los varones es 12 años.

La edad de consentimiento no debe entenderse como la edad recomendada, propicia o mínima para el inicio de las relaciones sexuales, sino que pretende evitar el abuso sexual infantil y su elemento clave, la asimetría de poder, de capacidad de decisión, de acceso a la información y de comprensión de las consecuencias de las propias decisiones. Ese elemento de asimetría se evidencia cuando existe una gran diferencia de edad entre las personas implicadas, siendo una de ellas menor de edad. No se trata, por tanto de penalizar las relaciones entre iguales o de restringir sus libertades, sino el abuso de poder que se produce cuando la diferencia de edad es grande.

Si bien es cierto, y como se ha indicado, el reconocimiento de la libertad sexual de adolescentes mayores de 15 y menores de 18 años de edad, no posibilita por sí solo el ejercicio de la prostitución o de la comisión de la trata de personas, sí facilita que, en determinadas circunstancias, los menores puedan prostituirse o ser víctimas del delito de trata de personas, no en vano el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, que complementa la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional establece, en su artículo 3, que no se requiere de la utilización de algún medio que vicie la voluntad de una persona menor de 18 años, toda vez que en esos casos el consentimiento brindado por ellos debe ser considerado como inválido. De ahí la importancia de tener claro que elevar la edad del consentimiento en el Código Penal es una medida que podría ofrecer mayor protección contra cualquier conducta de carácter sexual cometida en agravio de menores de edad.

Por lo que, en base a lo antes expuesto, se proponen modificaciones de los artículos 386, 388, 389, 393, 394, 397, 398 y 399 relativos a los delitos violación equiparada, violación impropia, rapto, equiparado al rapto, estupro, abuso sexual y abuso sexual impropio en lo concerniente a la edad del sujeto pasivo de la conducta antijurídica y al incremento de las sanciones de los referidos tipos penales, como mecanismos para garantizar una protección más amplia de los niños, las niñas y adolescentes, así como del interés superior de estos.

Se propone además la eliminación del segundo párrafo del artículo 397, que se refiere a cuando el sujeto pasivo del delito de abuso sexual es una persona sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo, puesto  que la hipótesis prevista en dicho ordenamiento también se encuentra prevista en el artículo 398 relativo al abuso sexual impropio, por lo que se adiciona a esta última disposición, que la aplicación de la pena que corresponda por abuso sexual impropio se impondrá con independencia de la edad del sujeto pasivo. 

TERCERO.- Efectivamente, como señalan los ponentes de las Iniciativas, mediante las que se propone la reforma a los Artículos  386, 388, 389, 393, 394, 397, 398 y 399 del Código Penal del Estado, lo anterior a efecto de homologar la edad de las niñas y los niños, con los diversos tratados internacionales, como lo señala la Asamblea General de las Naciones Unidas, que define a los jóvenes como las personas entre los 15 y 24 años de edad, considerando como niños o niñas a las personas menores de 15 años de edad.

Basado en lo anterior, y considerando que la Convención sobre los Derechos de los Niños, define a los niños y las niñas en su Artículo 1º, como todo ser humano menor de 18 años de edad, y en su Artículo 6º obliga a los Estados a reconocer de todos los niños y niñas el derecho intrínseco a la vida, debiendo garantizar su supervivencia y desarrollo.

Todo lo anterior, es fundamento para proteger a los menores de edad considerados niños y niñas, para que no sean vulnerables a casos de explotación sexual, toda vez que es procedente elevar la edad del consentimiento de las niñas y los niños en el Código Penal de nuestro Estado, para proteger a los niños y las niñas contra cualquier conducta de carácter sexual que se pueda dar en contra de este grupo vulnerable de niñas y niños, por ello, la reforma propuesta a los artículos ya mencionados que protegen a los menores de los delitos relativos a la violación equiparada , violación impropia, rapto, equiparado al rapto, estupro, abuso sexual y abuso sexual impropio, en todos estos artículosse propone garantizar que la víctima de dichas conductas se considere como niños y niñas a los menores de 15 años, y se aumenta las sanciones de estos delitos como mecanismo que garantiza la protección de las niñas y de los niños en el Estado.

Por anteriormente expuesto, consideramos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el primer párrafo y fracción segunda del artículo 386, el segundo párrafo del artículo 388, el segundo párrafo del artículo 389, el artículo 393, 394, 397, 398 y 399 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 386. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS EQUIPARADAS A LA VIOLACIÓN. Se aplicará prisión de nueve a dieciséis  años y multa a quien tenga cópula:

I.……
II. PERSONA MENOR DE QUINCE AÑOS. Con persona menor de quince años de edad.

ARTÍCULO 388. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN IMPROPIA POR INSTRUMENTO O ELEMENTO DISTINTO AL NATURAL. Se aplicará prisión de cuatro a nueve años y multa a quien ilícitamente introduzca en forma total o parcial cualquier elemento o instrumento distinto al pene, por la vía anal o vaginal de persona menor de quince años de edad; o que por cualquier causa no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho o posibilidad de resistir la conducta delictuosa.

…….

…….

ARTÍCULO 389. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE RAPTO. Se aplicará prisión de uno a siete años y multa a  quien con cualquiera de los fines del párrafo anterior, por medio de la seducción o engaño sustraiga o retenga a una persona mayor de quince años pero menor de dieciocho, salvo que se trate de emancipados conforme a la ley, o a una persona sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo.

……….

ARTÍCULO 393. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA EQUIPARADA AL RAPTO. Se aplicará prisión de tres a nueve años y multa: A quien para satisfacer un deseo erótico sustraiga o retenga por cualquier medio a una persona menor de quince años de edad, sea cual fuere su sexo; o que por cualquier causa no pueda conducirse voluntariamente o resistir la conducta delictiva. Este delito se perseguirá de oficio.

ARTÍCULO 394. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE ESTUPRO. Se aplicará prisión de seis meses a cuatro años y multa: A quien por medio de la seducción o el engaño tenga cópula con un menor de dieciocho años de edad y mayor de quince.

ARTÍCULO 397. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ABUSO SEXUAL. Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa: A quien sin el propósito de llegar a la cópula y sin consentimiento de una persona de cualquier sexo, mayor de quince años de edad, ejecute en ella o la haga ejecutar un acto erótico.

……..

Si se hiciere uso de la violencia física o moral suficiente para intimidar al ofendido y cometer el delito, se incrementará en una mitad más las sanciones mínima y máxima.

ARTÍCULO 398. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ABUSO SEXUAL IMPROPIO. Se aplicará de dos a seis años de prisión y multa: A quien sin el propósito de llegar a la cópula y con o sin consentimiento de una persona menor de quince años de edad, de uno u otro sexo, ejecute en ella o la haga ejecutar un acto erótico. 

Se aplicarán las mismas sanciones si el sujeto pasivo, independientemente de su edad, no tiene la capacidad para comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión; o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo.  

Si se emplea violencia física o moral suficiente para intimidar a la víctima y cometer el delito, se aplicará de tres a ocho años de prisión y multa.

ARTÍCULO 399. CONDICIÓN DE PROCEDIBILIDAD PARA LA PERSECUCIÓN DE ALGUNOS DELITOS DE ABUSO SEXUAL. El abuso sexual se perseguirá de oficio, salvo en los supuestos previstos en el párrafo primero del artículo 397, en los que se perseguirá por querella.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona el articulo 13 fracciones XXIX y XXX de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona el articulo 13 fracciones XXIX y XXX de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 103, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que lainiciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona el artículo 13 fracciones XXIX y XXX de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La discriminación es un fenómeno de larga data y que por desgracia se ha presentado a lo largo de toda la historia de la humanidad, desde sus más remotas épocas y que lamentablemente todavía subsiste actualmente en nuestros días.  A pesar de ello, los esfuerzos tendientes a erradicarla y a lograr por tanto el goce efectivo de los Derechos Humanos han sido más bien recientes.

Al respecto, la Carta de la Naciones Unidas de 1945, en su Preámbulo postuló la afirmación de la fe de los pueblos en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, así como la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y de las naciones grandes y pequeñas, y señaló la práctica de la tolerancia y la convivencia pacífica como un medio para mantener la paz y seguridad internacionales. Asimismo, en su artículo 1 señaló entre los propósitos de la Organización de las Naciones Unidas, desarrollar y estimular el respeto a los Derechos Humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinciones por motivos de raza, sexo, idioma o religión. 

Posteriormente, en París, el 10 de diciembre de 1948 se aprobaría la Declaración Universal de  Derechos Humanos. Esta  declaración se fundamentaría en el principio de que “la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la “dignidad intrínseca” y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana”. 

Así, esta la Declaración señalaría en su artículo 1 que, “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. Igualmente establecería en su artículo 2 que, “toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional y social, posición económica, nacimiento y cualquier otra condición”.  Como podemos apreciar en dicha Declaración se establecería ya de manera contundente la prohibición de la discriminación por determinados factores específicamente señalados o por cualquier otra condición análoga

Con el paso del tiempo, se crearían diversos tratados e instrumentos internacionales que vendrían a establecer de una manera mucho más clara, no sólo la igualdad de derechos y la prohibición de la discriminación, sino que vendrían a configurar  un auténtico derecho a la no discriminación en favor de todas las personas en general y también, particularmente, en favor de ciertos individuos pertenecientes a ciertos grupos considerados como vulnerables: mujeres, minorías étnicas y religiosas, grupos indígenas, menores de edad, discapacitados, migrantes, homosexuales, etc.

En el caso de nuestro país la igualdad de derechos ha estado presente prácticamente desde nuestros primeros documentos constitucionales. Incluso ya desde los propios Sentimientos de la Nación dados por Don José María Morelos en 1813, se hizo referencia a ella al hablar de que se prohibiera para siempre la esclavitud y la distinción de castas, debiendo quedar todos como iguales y que sólo distinguiría a un americano de otro, el vicio y la virtud.

 

Más tarde, la propia Constitución de Apatzingán de 1814, estableció en su artículo 19 que la ley debía ser igual para todos; y en su artículo 24 que la felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos consistiría en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad.

 

A partir de dicha Constitución, prácticamente todas las demás constituciones mexicanas han establecido en sus textos la premisa de la igualdad de derechos como un principio fundamental. Sin embargo y no obstante lo anterior, la igualdad de derechos no ha sido una realidad y la discriminación es un fenómeno que se ha presentado a lo largo de toda nuestra historia, afectando gravemente a nuestra sociedad, lesionando a individuos y a grupos que se han visto afectados en el goce de sus derechos y que han padecido de manera crónica los efectos del abuso constante y de la discriminación sistemática y estructural en su contra. Ejemplo de lo anterior podemos percibirlo en grupos tales como: indígenas, mujeres, niños, discapacitados, extranjeros, migrantes (sobre todo centroamericanos), homosexuales, ancianos, pobres, enfermos, analfabetas, tribus urbanas.   

Lamentablemente en Coahuila no somos la excepción en materia de discriminación, según foros de consulta y estadísticas señalan que sufren de  discriminación, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, jóvenes, homosexuales, migrantes, personas portadoras de VIH, adultos mayores y en general los grupos más vulnerables que son parte de nuestra Sociedad y por ende de nuestro Estado.

Las políticas públicas implementadas por el gobierno del estado para erradicarlas por supuesto que han favorecido y mejorado las condiciones de las personas que en algún momento de su vida han sufrido discriminación, pero por otro lado, por nuestra parte es importante contribuir a la tarea de erradicar cualquier tipo de distinción o discriminación en nuestro Estado y de la mima manera promover la igualdad entre las y los coahuilenses.

TERCERO.-Una vez analizada la iniciativa que nos ocupa, quienes aquí dictaminamos, coincidimos en al sentido de que la discriminación  es la práctica que consiste en dar un trato desfavorable o de desprecio inmerecido a determinadas personas o grupos de personas, que en ocasiones no percibimos, pero que en algún momento se les ha causado daño.

Los grupos más vulnerables, son generalmente las víctimas de la discriminación, que en forma cotidiana por algunas de sus características físicas o de su forma de vida, el origen étnico, la nacionalidad, la edad, el sexo o las condiciones socioeconómicas, los embarazos, las lenguas, las preferencias sexuales y otras diferencias pueden ser el motivo de distinción, exclusión o restricción de derechos de estos grupos.

Efectivamente en el Estado, se han implementado las políticas públicas por parte del Ejecutivo y de igual forma por parte de este Congreso, se expidió la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, mejorando con ello las condiciones de las personas que en algún momento de su vida han sufrido discriminación, más sin embargo consideramos procedente la modificación propuesta de adicionar y reformar las Fracciones XXIX  y XXX del Artículo 13 de dicha Ley, a efecto de evitar la discriminación al limitar o restringir las oportunidades de empleo, permanencia o asenso laboral por razones de embarazo, discapacidad o de edad, así como por tener la calidad de persona egresada de alguna institución pública o privada de educación en el Estado.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.-Se reforma el artículo 13, fracciones XXIX y XXX de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 13 Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades. 

Se consideran prácticas discriminatorias:

I. a XXVIII. …

XXIX.  Condicionar, limitar o restringir las oportunidades de empleo, permanencia o ascenso laborales en razón de: embarazo, discapacidad, edad en los términos de la legislación laboral vigente; por tener la calidad de persona egresada de alguna institución pública o privada de educación; por motivaciones injustificadas de salud, y

XXX. En general cualquier conducta discriminatoria, en los términos de la fracción VI del artículo 3° de esta ley.
T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Luisa Ivone Gallegos Dip. Jesús de León Tello Martínez, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Coordinador), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretario), Dip. Martha Garay Cadena, Dip. Shamir Fernández Hernández, Dip. Leonel Contreras Pámanes. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a12 de Octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa popular con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Estatal de Salud, suscrita por los C. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de más de setenta Técnicos Optometristas en el Estado; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 9 del mes de septiembre del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas,Iniciativa popular con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Estatal de Salud, suscrita por los C. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de más de setenta Técnicos Optometristas en el Estado; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 97, 100, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que laIniciativa popular con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Estatal de Salud, suscrita por los C. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de más de setenta Técnicos Optometristas en el Estado, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Optometría, es una profesión técnica de apoyo al campo de la medicina, brindando la atención primaria cuya formación científica y clínica capacita a estos profesionales para realizar exámenes de la función visual, analizando los datos de respuestas visuales encontradas en los exámenes, y planificar el tratamiento primario más adecuado, para establecer los tratamientos idóneos que alivien los síntomas que pueden producir las disfunciones visuales, desequilibrios oculomotores, alteraciones de la percepción visual que en la mayoría de los casos, están relacionados con problemas de rendimiento laboral y escolar. 

Actualmente, a nivel nacional la distribución de optometristas al igual que otros profesionales de la salud, se encuentra desequilibrada tanto geográfica como institucionalmente y presenta grandes deficiencias en la atención de esta área de la salud, según la Organización Mundial de la Salud (OMS) estimó en el año 2005 que había en el mundo 37 millones de ciegos, de ellos 1.4 millones son niños menores de 15 años, la estimación es que para el año 2020 más de 75 millones de personas en el mundo sean ciegas y 200 millones sean débiles visuales, debido al aumento de personas mayores de 65 años con problemas visuales y a una deficiente atención oftalmológica de la población. 

En México el Consejo Mexicano de Oftalmología Funcional, refiere que uno de cada cuatro mexicanos en edad escolar sufre problemas de la visión no diagnosticados que afectan su rendimiento tanto educativo como laboral, en México la salud visual se encuentra a cargo de 24, 500 personas, de las cuales más de 5,000 son Técnicos y 16,000 son prácticos, es decir que existe un proporción de 2.8 Técnicos en Optometría por cada 100,000 habitantes en el país, de lo anterior se desprende la gran necesidad que existe tanto de Licenciados en Optometría como de Técnicos para atender la gran demanda en esta área de la salud. 

Durante mucho tiempo, en el estado la optometría ha sido practicada por técnicos egresados de instituciones de reconocimiento a nivel nacional.

El ser Técnico en Optometría, lo es el estar capacitado para la realización de exámenes de refacción de diferentes problemas visuales, por lo que es necesario que al contar con el grado académico de Técnico, estando autorizados para realizar la adaptación de lentes según la COFEPRIS. 

Por lo anterior, al incorporar la Optometría como Técnicos al Sector Salud, en el estado, formarían parte de la solución de este creciente problema de falta de atención, ya que como se menciona, el 85% de los mexicanos necesita lentes, y ello conlleva a la práctica necesaria por parte de los técnicos.
TERCERO.-Como se señala en la exposición de motivos, el Técnico en Optometría,  está capacitado para realizar exámenes de refacción de los diferentes problemas visuales, por lo que es necesario que al contar con el grado académico de Técnico, sean autorizados para ejercer dicha actividad y así puedan atender a la gran demanda que existe en esta rama tan importante de la salud. 

La propuesta de reforma al citado Artículo 72 de la Ley Estatal de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza,planteada en la Iniciativa a que se refiere el presente Dictamen, tiene la finalidad de incluir alTécnico en Optometría al sector salud, de igual manera, se toma en consideración lo señalado por el Colegio de Optometristas del Estado de Coahuila A.C., quienes señalan que los Técnicos profesionales asociados cursan el bachillerato y dos años de formación en Optometría, también considerando dentro de la legalidad para la atención y refacción al paciente, así como lo señalado por la Asociación Mexicana de Facultades, Escuelas, Colegios y Consejos de Optometristas A.C. (AMFECCO), quienes señalan que en México, considerando que existen tres principales profesionales de la salud, como es el Técnico en Optometría, el Lic. En Optometría y el Oftalmólogo, se tienen más de 9,000 profesionales al cuidado de la población mexicana, lo que sitúa a 1 optometrista por cada 13,915 habitantes, y tomando en cuenta los comentarios de una asociación que no nada más es influyente en nuestro estado, sino que ejerce su presencia a nivel nacional como lo es AMFECCO, además de que señala que existe una reforma al Art. 79 de la Ley General de Salud, en la que se incluye a la Optometría como una técnica auxiliar de la medicina.

Por todo lo anterior, se considera procedente por los integrantes de las Comisiones Dictaminadoras, el reformar el Art. 72 de la Ley Estatal de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de homologarla con el Art. 79 de la Ley General de Salud.

En relación a la propuesta de reforma al Art. 10 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, quienes aquí dictaminamos consideramos que en estos momentos no es procedente dicha reforma, en virtud de que con la modificación y reforma al Art 72 de la Ley Estatal de Salud, se cumple con la finalidad de atender la necesidad de la población en materia de atención oftalmológica.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Segundo Párrafo del Art. 72 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 72.…
Para el ejercicio de actividades técnicas y auxiliares que requieran conocimientos específicos en el campo de la medicina, odontología, optometría, veterinaria, enfermería, laboratorio clínico, radiología, terapia física, terapia ocupacional, terapia del lenguaje, prótesis y órtesis, trabajo social, nutrición, citotecnología, patología, bioestadística, codificación clínica bioterios, farmacia, saneamiento, histopatología y embalsamiento y sus ramas, se requiere que los diplomas correspondientes hayan sido legalmente expedidos y registrados por las autoridades educativas competentes.
T R A N S I T O R I O S.

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria),  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Verónica Martínez García, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Lariza Montiel Luis, Dip. Ana Isabel Duran Piña, Dip. Jesús de León Tello (Coordinador), Dip. José María Fraustro Siller (Secretario).En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 363 en su inciso (g) del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativacon proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 363 en su inciso (g) del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativacon proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 363 en su inciso (g) del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La violencia contra las mujeres, debido a su condición de género, se da en todos los ámbitos y por parte de agresores diversos, desde la pareja y familiares hasta desconocidos; constituye un fenómeno extendido con características y matices diferentes, pero nada es más doloroso que aquella violencia que ejerce el ser amado, aquella persona en la cual se deposita, la confianza de formar una familia.

Según la última encuesta que se tiene por parte del INEGI la cuál fue denominada;  Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, levantada del 3 de octubre al 11 de noviembre de 2011 nos muestra que en el país,  16.2%  de las mujeres casadas o unidas, son violentadas por su pareja  y han sufrido agresiones de extrema gravedad. 

Esto significa la existencia de un total de más 1.7 millones víctimas, en cuyos hogares posiblemente este tipo de hechos crean un entorno tóxico y sus efectos impregnan también a sus hijos y familiares cercanos, el tipo de violencia más frecuente es la emocional seguida por la económica, por este motivo me permito presentar el siguiente proyecto el cual va dirigido principalmente a aligerar la carga económica que presenta un proceso de divorcio entre aquellas mujeres que de una u otra forma son doblemente vulnerables, entiéndase esto primeramente a la vulnerabilidad de género y de manera posterior a la debilidad causada ya sea por ser violentada, por no tener un empleo, por ser discriminada, entre otros supuestos más.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa propuesta, que tiene por objeto según la exposición de motivos, el aligerar la carga económica que presenta un proceso de divorcio entre aquellas mujeres que de alguna u otra forma, son vulnerables, entendiéndose esto como vulnerabilidad de género  y de igual forma por la debilidad económica causada por discriminación o falta de ingresos.

Quienes aquí dictaminamos, consideramos improcedente dicha adición al Art. 363 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por las siguientes consideraciones:

El avalúo a que hace referencia la ponente, se refiera a una actividad profesional que tiene por objeto el estimar el valor económico que califica a todos aquellos factores que realmente se encuentran detrás de un bien a valuar, dicha actividad se realiza por peritos valuadores, mediante la prestación de un servicio profesional que tiene por objeto dar certeza a los usuarios sobre el valor comercial de los bienes sobre los que realizan dicha actividad, y como se señala, es realizada por peritos profesionales, quienes realizan su trabajo mediante una compensación y no como lo señala la ponente que sea una actividad realizada por el Estado, y que pueda ser condonada por el mismo, a favor de las mujeres que se encuentren en estado de vulnerabilidad por cuestiones de género, lo anterior en virtud de que tampoco el tema de la promoción de un divorcio se refiere a un tema de equidad de género.

Toda vez que la equidad de género consiste en estandarizar las oportunidades existentes para repartirlas de manera justa entre ambos sexos. En este sentido los hombres y mujeres deben contar con las mismas oportunidades de desarrollo y al Estado le corresponde garantizar que dichos recursos sean asignados de manera simétrica, y en el caso que nos ocupa, en la promoción de un divorcio con la misma igualdad de oportunidades puede promover el mismo tanto el hombre como la mujer, sin que haya necesidad de defensa para la mujer por alguna discriminación por equidad de género.

Por lo anteriormente expuesto, quienes aquí dictaminamos, consideramos que no es procedente aprobar la reforma al Art. 363 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que en base a las consideraciones que anteceden, consideramos procedente emitir el siguiente: 

DICTAMEN

ÚNICO.- Se considera no procedente expedir la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 363 en su inciso (g) del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisiónde Gobernación, Puntos Constitucionales y Justiciade la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12deoctubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 415 del Capítulo Quinto Título Primero del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 415 del Capítulo Quinto Título Primero del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 415 del Capítulo Quinto Título Primero del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Hoy en día en nuestro Estado uno de los delitos con más incidencia es el robo con violencia mismo que al paso del tiempo sigue en crecimiento. Se comete el delito de Robo con Intimidación cuando se amenaza a una persona para hacer que se entreguen o manifiesten las cosas, para impedir la resistencia u oposición a que se quiten, o cualquier otro acto que pueda intimidar o forzar a la manifestación o entrega de la cosa.

Para que se configure el Robo con Intimidación es necesario que la amenaza se produzca antes de la apropiación de la cosa, para facilitar la ejecución del delito, en el acto de apropiación o después de ejecutada la apropiación para favorecer la impunidad del autor.

Se comete el delito de Robo con Violencia cuando se emplea sobre la víctima malos tratos de obra que importe una lesión efectiva y seria de la persona que está sufriendo el robo, para hacer que se manifiesten o entreguen las cosas o para impedir la resistencia de la víctima.

Secuestro, extorsión, homicidio culposo, lesiones, robo bancario y robo a negocio con violencia fueron los ilícitos que aumentaron en el país.

Datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, detallan que las lesiones dolosas por arma de fuego llegaron a 967 entre enero y febrero del 2014, mientras que en esos dos meses del año anterior la cifra fue de 955.

El secuestro también tuvo un aumento, ya que en enero y febrero de este año se registraron 278 casos, contra 250 en el mismo periodo del 2013.

Las extorsiones que se registraron en estos dos primeros meses del año fueron de 1,209, comparadas con las 1,159 del 2014.

En enero hubo 3,115 víctimas de homicidios en el país, cifra superior a las 2,975 que se reportaron en febrero pasado

Para la socialdemocracia es fundamental salvaguardar la integridad y el patrimonio de las y los coahuilenses, por eso creemos que es indispensable tratar de que este tipo de delitos sean más penados en nuestro Estado, esto, con el único fin de infundir la abstención en las personas que intenten ejercer estas acciones en contra de nuestros ciudadanos.

Con esto marcamos una pauta en las personas para que se detengan a pensar dos veces al intentar cometer el delito.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa que propone aumentar la penalidad por el delito de robo con agravante de violencia o intimidación a las personas, prevista en el Art. 415 fracción I del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, de entre 5 a 14 años de prisión, quienes aquí dictaminamos, consideramos que:

En materia penal debido a la naturaleza de sus sanciones, al tipificar un delito, debe conllevar ciertas características y atender a los principios fundamentales del derecho penal, que son la dignidad del ser humano, la igualdad ante la Ley, la proporcionalidad y la lesividad del bien jurídico.

Uno de los principios más importantes de los ya mencionados, es el principio de la proporcionalidad de la pena, el cual surge de una evolución histórica que tiene como fin regular el establecimiento y aplicación de cualquier medida que restringa los derechos y libertades en cualquier ordenamiento jurídico.

La proporcionalidad, es aplicable tanto en el momento en el que se crea la norma, como cuando es aplicada por los jueces.

La pena que establece el legislador, debe ser proporcional a la importancia social del hecho, es decir, no debe ser exagerada. Es por ello, que en el derecho penal, la proporcionalidad está regida por los criterios de idoneidad, el criterio de necesidad y el criterio de proporcionalidad en sentido estricto, los cuales buscan que la sanción sea idónea para alcanzar el fin perseguido y que se elija aquella que sea menos lesiva para los derechos del ciudadano, y la más eficaz para proteger el bien jurídico.

En el caso concreto que nos ocupa, consideramos que la penalidad que se encuentra actualmente establecida para el delito de robo con agravante de violencia o intimidación a las personas y que actualmente es de entre 3 y 12 años de prisión, como penalidad entre la mínima y la máxima, lo que consideramos es una pena proporcional que inhibe la comisión de dicho ilícitoy protege el bien jurídico tutelado, por lo que el aumentarla sin justificación alguna, tendríamos una pena desproporcionalizada, lo cual no se justifica con los argumentos presentados por la ponente.

Por lo anteriormente expuesto, consideramos improcedente la reforma propuesta al Art. 415 fracción I del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en base a las consideraciones que anteceden, consideramos emitir el siguiente:

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN.

UNICO.-Se considera no procedente la reforma al Art. 415 Fracción I del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a oficio del Presidente Municipal de Monclova, mediante el cual informa del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho Municipio, en el que se envía una iniciativa, con el fin de que se declare el “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia”, el 17 de mayo de cada año; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 del mes de julio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, oficio del Presidente Municipal de Monclova, mediante el cual informa del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho Municipio, en el que se envía una iniciativa, con el fin de que se declare el “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia”, el 17 de mayo de cada año; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el oficio del Presidente Municipal de Monclova, mediante el cual informa del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho Municipio, en el que se envía una iniciativa, con el fin de que se declare el “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia”, el 17 de mayo de cada año, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

Atendiendo a lo dispuesto en el Art. 59, fracción IV, de la Constitución Política del Estado y conforme a un Acuerdo aprobado en Sesión de Cabildo celebrada el día 28 del mes de mayo del presente año 2012, por medio del presente ocurro ante el H. Congreso del Estado, para presentar una Iniciativa de Decreto que plantea el Ayuntamiento del Municipio de Monclova, Coahuila, con el fin de que se le autorice lo siguiente:

“17 DE MAYO, COMO DÍA MUNICIPAL DE LA LUCHA CONTRA LA HOMOFOBIA”

En el ejercicio de la facultad que se otorga a los Ayuntamientos de los Municipios del Estado, en los Artículos 59, fracción IV, y 158-U, fracción I, inciso 2, de la Constitución Política del Estado, así como en el Artículo 102, fracción I, inciso 2, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Remitiendo a este H. Congreso para su estudio y en su caso aprobación del Decreto señalado.

TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa mediante la cual se solicita se declare “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia” el 17 de mayo de cada año.

Lo anterior, precisa que ya existe la declaración del Día Estatal contra la Homofobia, lo que garantiza la participación de todos los municipios, en concordancia a lo establecido por el Plan Estatal de Desarrollo, lo que no impide la suma de esfuerzos municipales para combatir esta conducta, a través de las campañas necesarias. 

En relación a lo anterior, quienes aquí dictaminamos consideramos improcedente la solicitud de declarar el “Día Municipal de la Lucha contra la Homofobia”, toda vez como es del conocimiento público que la Asamblea General de la Organización Mundial de la Salud ha declarado el 17 de mayo como El Día Internacional contra la Homofobia y la Transfobia, además de que el Gobernador del Estado, Rubén Moreira Valdez en el año 2013 declaro el 17 de mayo como Día Estatal de Lucha contra la Homofobia.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN.

ARTÍCULO UNICO.- Se considera improcedente aprobar la Iniciativa con proyecto de decreto con la finalidad de declarar el Día Municipal de la lucha Contra la Homofobia, el día 17 de mayo de cada año.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez.En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de octubre de 2015.
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